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Resumen 

Si bien el paradigma de la gobernanza multinivel se desarrolló con la 
expansión de las competencias y políticas públicas europeas desde finales 
de los 80 (Marks, 1993), las aspiraciones a un nuevo paradigma que 
sobrepasase la lógica del Estado miembro en una Unión Europea (muy 
particularmente “La Europa de las Regiones”) la cristalización de este 
proceso en el Tratado de Lisboa 2009 demostró las limitaciones de las 
posibilidades reales de participación subnacional en la UE. 
Paradójicamente, dichas avenidas se multiplicaron desde entonces bien 
como imput legitimacy (consultas públicas), participación en la 
implementación de políticas públicas (por ejemplo, el Pacto de los 
Alcaldes,) así como nuevas formas de metagobernanza (por ejemplo, la 
Agenda Urbana de la UE) o de participación indirecta -vía Comité de las 
Regiones- o estructurada (Pacto Rural Europeo, RegHub, Fit4Future, 
Territorial Impact Assessments) en la llamada “Better Regulation”. Así, 
pasamos de la defensa de la subsidiariedad como mecanismo defensivo y 
de orden jurídico (Sistema de Alerta Temprana) a mecanismos 
consociativos de orden político y tecnocrático basados en la evidencia 
(Active Subsidiarity, 2018; Semestre Europeo, 2019), confirmados en los 
resultados de la Conferencia sobre el futuro de Europa (2022). En un 
contexto de posible revisión de los Tratados durante el mandato 2024-2029, 
con el fin de afrontar el desafío de una nueva ampliación en un contexto de 
riesgo geopolítico y de busca de autonomía estragégica y mayores 
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respuestas comunitarias a las policrisis (Zeitlin, 2020), evidenciadas en la 
COVID-19 o la guerra de Ucrania, se examina si existe margen de mejora de 
la participación subnacional en la UE del futuro.  

 

  

1. Introducción 

El propósito de esta ponencia para el XVII Congreso de AECPA en Burgos es preguntarse 
hasta que punto es relevante es empíricamente relevante seguir investigando la 
participación de las autoridades subestatales, y en particular los ejecutivos de las 
regiones con competencias legislativas, en un contexto como el actual que hace ya 
tiempo que no existe ni la efervescencia de los propios sujetos de la investigación ni en 
términos de la producción académica de antaño.  

Efectivamente al calor de la creación durante la segunda mitad de los 80 de lo que 
acabaría deviniendo el Mercado Único en 1993 y la conformación de lo que hoy se 
conoce como Política Regional o de Cohesión desde 1988 el interés y participación de 
los gobiernos subestatales, y en particular las llamadas regiones con competencias 
legislativas, en la política comunitaria comenzó a cobrar fuerza, y en paralelo el interés 
académico sobre todo en los Estados federados o cuasifederales, y más allá de hecho el 
paradigma que mejor define este proceso, fue creado por Marks (1992) y Hooghe y Marks 
(1996). 

Para ello, se realizará una breve retrospectiva sobre esta cuestión, se analizará el estado 
actual de la misma para abrir una discusión sobre las avenidas futuras de participación 
territorial como de investigación sobre la misma a partir de los desarrollos más 
predecibles del actual marco  comunitario. 

 

2. El fin de la “Europa de las Regiones” 

Hablar de “Europa de las Regiones” o más generalmente de la participación de las 
autoridades subestatales en la formulación de políticas públicas europeas no deja de 
tener un regusto vintage a la altura de 2024. Como ya dijo Tatham (2014), el cénit de todo 
el proceso y discusión académica sobre esta participación subestatal en la política 
europea como  heraldos de un nuevo tipo sui generis de organización internacional 
postnacional probablemente tuvo su cénit en 1986 -Acta Única Europea- hasta 2003 -
final de los trabajos de la Convención sobre el futuro de Europa-.  

La historia pareció cerrarse en falso con la aprobación del Tratado de Lisboa (Pazos-
Vidal, 2019), en el que a pesar de la acción concertada de las regiones con competencias 
legislativas (REG LEG) se saldó con unos magros avances fundamentalmente refuerzo 
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del principio de subsidiariedad  (Art. 5 del Tratado de la Unión Europea, TUE, y Protocolo 
Nª 2 sobre la aplicación de dicho principio) y de las competencias del Comité de las 
Regiones (CdR)1, el  así como el respeto introducido por Lisboa de la UE a la autonomía 
regional y local (Art. 4 TUE), que se sumaban a la participación ya desde el Tratado de 
Maastricht (1993) de ministros regionales en el Consejo -y los grupos de trabajo- 
representando, eso si a su Estado miembro (de Castro Ruano, 2021).  

Con la excepción parcial del caso español, donde los problemas territoriales a menudo 
acaban en la dimension comunitaria -caso catalán, idiomas cooficiales, reparto 
territorial de fondos europeos, conflictos competenciales por la aplicación del Derecho 
comunitario, etc.- (Morata, 2004;del Pino y Colino, 2024),  en la mayoría de Estados 
miembro donde esta cuestión fue resuelta internamente (Beyers, et al. 2015): del ¨let us 
in” all “leave it us alone” (Jeffery, 2007), al tiempo que las sucesivas crisis del 2008 en 
adelante redujeron la ambición y el apetito de los gobiernos subestatales, y en particular 
los regionales (en el sentido amplio que se usa en el discurso comunitario)2: de la Europa 
de las Regiones a la Europa con las Regiones (Hepburn, 2008) en tener un rol activo en la 
política europea, al coincidir con una recentralización de facto de las poíticias publicas 
como respuesta a las sucesivas crisis (Zeitlin y  et al 2019; Zeitlin et al, 2020):  austeridad, 
respuesta al COVID, crisis migratoria, guerra de Ucrania, etc. 

De la Europa de las Regiones  a la Europa con los territorios 

No es mucho menos, el fin de la historia. Si bien la presencia de los grandes barones 
territoriales (los Fraga, Martini, Schausberger, Pujol, etc.) en los grandes debates 
europeos forma parte de la Europa de ayer, la participación territorial ha tomado nuevas 
formas, menos políticas y más tecnocrácticas, y quizás a la postre más útliles, pues en 
buena medida mucha de aquellas propuestas y participación de los viejos notables eran 
más para consumo interno que muesta de una voluntad sostenida de participar en el 
concierto comunitario.    

Así, la emergente creación de estructuras como la nueva agenda urbana/Pacto de 
Ámsterdam3 (Sevillano Navas, et al. 2023), el Análisis de Impacto territorial (Medeiros, 
2020)4 como la creación de varios procesos participativos entre la política y las políticas 
públicas como el Pacto de los Alcaldes, la Misión de Ciudades y más recientemente el 
Pacto Rural demuestran una voluntad de la Comisión Europea en particular en evitar que 

 
1 Fundamentalmente la prerrogativa para acudir al Tribunal de Justicia en defensa del principio de 
subsidiariedad y sus propias competencias. 
2 Desde la Declaración sobre el Regionalismo de la Asociación de Regiones de Europa  de 1996 se usa en 
lenguaje comunitario como concepto omnicomprensivo (o cajón desastre, según se mire) el concepto de 
“región” como el nivel de gobierno inmediatamente inferior al del Estado miembro.  
3 Sevillano Navas, A., Medina, M. G., & García, L. B. (2023). Redes de políticas en el marco de la Agenda 
Urbana para la UE. La influencia de las coaliciones temáticas en la politización de la toma de decisiones 
a escala europea. Revista española de ciencia política, (61), 37-63. 
4 Medeiros, E. (Ed.). (2020). Territorial impact assessment. Cham, Switzerland: Springer. 
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las políticas públicas europeas fuesen ciegas territorialmente -spatially blind- (Moodie 
et al, 2021). 

En parte se pueden entender dichos esfuerzos -espoleados en buena medida por el 
activismo del Comité de las Regiones (Wassenberg, 2020; Noferini, 2021)-  como una 
forma de imput legitimacy (Bacal, 2021), pues en buena parte se le pide a los territorios 
que vayan más allá de los compromisos de sus gobiernos centrales (caso de las EU 
Mission Cities, Pacto de Alcaldes), una nueva versión de la percepcion existente desde 
hace décadas (Hogenauer, 2014; Tatham, 2010)  que el desarrollo del paradigma de la 
gobernanza multinivel podría constituir una forma de bypass de los gobiernos centrales 
por la Comision y las autoridades subestatales (Pazos-Vidal, 2023; Pazos-Vidal,2020).  

Por otro lado, sin embargo, esta nueva generación de iniciativas – aisladas entre sí 
(Comité de las Regiones, 2023) - responden a la percepción creciente que buena parte 
de la ambiciosa agenda comunitaria – desde el Pacto Verde Europeo al buen 
funcionamiento del Mercado Interior- falla en el momento de su transposición 
doméstica.  

Primeramente, la postura negociadora de los Estados miembro en la UE tiende 
mayormente – con excepciones como en el caso de los países consociativos y federales 
(Keating, 2008; Van der Barg, 2022; Wolesa, 2022)- a obviar su propia estructural 
competencial, por lo que es frecuente que la dimensión territorial sólo se haga evidente 
en el momento de la implementación nacional.  Además la Comisión tiende a ignorar, a 
veces inconscientemente, la dimensión territorial y competencial de los problemas de 
políticas públicas (por ejemplo la política medioambiental). Esto resulta que a menudo 
los resultados dichas políticas comunitarias sobre el terreno difieran mucho de lo 
acordado a nivel comunitario.  

Por tanto, se ha producido en las últimas dos décadas un incremento de la percepción 
de este problema por la Comisión y la adopción de medidas, más ad hoc que como 
resultado de una acción concertada enter los departamentos (Direcciones Generales), 
a menudo espoleado por el activismo politico (poítical entrepreneurialism) del Comité 
de las Regiones. Esto último es más que patente en la inclusión de la evaluación del 
impacto territorial (Comisión Europea, 2023) en la formulación de politicas publicas 
europeas mediante el Better Regulation (Comisión Europea, 2021) – si bien el añadido de 
la evaluacion de impacto en el mundo rural o rural proofing (Larruga et al., 2024) es más 
bien debida al activismo de los actores rurales y agrarios que del CdR-, así como la 
inclusión formal de los representatnes del CdR en la plataforma Fit4Future – que 
eemplaza a la llamada REFIT platform- en la que examinan la calidad y contenido de 
nuevas propuestas políticas públicas y legislación de la Comisión (Comité de las 
Regiones, 2024b). 
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El CdR ha sido particularmente voluntarista en este sentido creando la red RegHub  y 
antes regpex y Subsidiarity Monitoring Network5- (Comité de las Regiones, 2024a) se 
puede discutir si estas estructuras  son simplemente una forma de imput legitimacy o si 
realmente constituyen una vía para la participación territorial en el proceso de 
fomrulacion y evaluación de políticas europeas, más allá de la particiacpion política y 
indirectamene via el rol consultivo del CdR en el proceso decisorio, en algunos casos 
como el de la Política de Cohesión sí es verificable su impacto (Wobben, 2022). 

 El ejemplo más claro de este cambio de paradigma has sido la acuñación a instancias 
del CdR y en menor medida de los Parlamentos nacionales agrupados en la COSAC6, de 
la Comunicación de las Comisión de 2018 del principio de “Subsidiariedad Activa” 
(Comisión Europea, 2018). Este es una reinterpretación de un principio que deste so 
injtrodcución en el Tratado de Maastricht a instancias de los estados federados de varios 
Estados miembro ha sido el principal caballo de batalla de las REGLEG (y el CdR 
constituído particularmente desde Lisboa en su guardian).  

Más que un sistema de reparto de competencias lo que articula este principio es su 
ejercicio en aquelas áreas de competencia compartida entre la Unión y los Estados 
miembro. Las interpretaciones contrapuestas que permite el Tratado (y las e interesadas 
por comision y autoridades subestatales) pues si bien habla en el preámbulo del TUE y 
en el Protocolo No.2  de que las competencias deben ser ejercidas en el nivel más 
próxiomo  al ciudadano -subsidiariedad como proximidad- que sea posible, en reaidad 
el Art. 5 TUE habla que esatas deben ser ejercidas donde mejor se verifique su escala y 
efecto – subisidiariedad como eficacia- de la accion pretendida (Pazos-Vidal, 2019). Si 
bien en particular desde Lisboa como reconoce la literatura ha habido una amplia 
expansion de la literatura al respecto  su rendimiento ha sido más bien modesto.  

En ese contexto el principio de “subsidiariedad activa” busca salirse de una óptica 
político-jurídica antagonística en el que la subsidiariedad era un arma para reducir (o 
ampliar en fundción de quien lo defienda, como es el caso de la Comisión)  el ámbito 
competencial comunitario y sobrepasar esa lógica por una reinterpretqación 
procedimental y tecnocráctica de subsidiariedad como mecanismo conosiciativo de 
gobernanzam ultinivel para la gestión de problemas de políticas públicas comunitarias 
con una dimension territorial y particuarlmente subestatal (Comité de las Regiones, 
2024; Lopatka, 2019).   

La Comisión además es consciente de las debilidades de capacidad instititucional y 
administrativa dentro de los Estados miebmbros y en particular a nivel territorial como -

 
5 En junio de 2022, el CDR convirtió su Grupo de Seguimiento de Subsidiariedad en un Grupo de 
Seguimiento de Mejor Legislación y Subsidiariedad Activa (BRASS-G), con el objetivo de fortalecer las 
herramientas del CDR para mejorar la legislación y mejorar su contribución a la agenda de mejora de la 
legislación de la UE. 
6 The Conference of Parliamentary Committees for Union Affairs (COSAC). 
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más allá del desafío al Estado de Derecho-  “el” mayor problema para la correcta 
aplicacion y desarrollo de las polticias y objetivos comunitarios (OCDE, 2020).  De ahí 
que ya desde 2014 se dotase a la política Regional europea de un Objetivo Témático 11 
11 sobre capaciad administartiva en los fondos structurales, ademas de iniciativas 
especificas en varios países particularmente rezagados en el gasto por falta de 
capacidades. Al mismo tiempo los Programas Nacionales de Reformas del Semestre 
Europeo, que ya por sí mismos abordan políticas públicas doméstcias que van micho 
más allá de las estrictametne de competencia comunitario, tienen desde 2019 un 
capítulo territorial específico -el llamado Anexo D- (Hunter y Pilati, 2021).  

Y sin emmbaro, al entender -particularmente por el Secretariado General de la Comisión 
que esto era insuficiente. De ahí la creacion de un programa de reformas estructurales 
que en breve pasó de 142 millones en 2016 a 20.000 millones en 2020...siendo 
reemplazado por los 750.000 millones del Plan de Recuperación (NGEU) que en buena 
parte tiene la intención de efectuar dichas reformas organizativas (Pazos-Vidal, 2021a).   
En este caso los territorios actúan como sujetos mas que actores – en la línea de Le 
Galès  (1988)- ya que en dichas politicas encaminadas a las reformas estructurales 
constituyen un cambio de paradigma (Bachtler y Mendez, 2021).  

Si bien la poítica pública territorial por excelencia de la UE, la Politica Regional europea 
fue el germen del paradigma de la gobervanza multinivel,  el NGEU y en particular su 
Mecanismo de Recuperación y Resiliencia (MRR) que si bien transitiorio sólo hasta 2026 
y creado al calor de la crisis de la COVID-19 dobla en tamaño a los fondos estructurales 
tiene una naturaleza eminentemente centralizadora, incluso en Estados miembro 
federales – excepción el caso español por razones más de oportunidad política 
coyuntural que connstitufcoinales de orden interno- al ser nominalmente de gestión 
direta de la comisión pero a todos los efectos delegada su gestión a los ejecutivos 
estatales y cuyo objeto es muy similar a los objetivos de los fondos estructurales, 
basandoe incluso en el mismo Art. 174 del Tratado sobre el Funcionamiento de la Unión 
Europea (TFEU) que es el que constituye la base jurídica de la politcia regional europea 
(Bachtler y Mendez, 2021). 

 De hecho el MRR no es una excepción, pues ya se ha acordado un sucesor al menos 
parcial el Fondo Social climático que se lanzará en 2026, que mantiene las gobernanza 
introducida por el MRR (Defard y Thalberg, 2022).  Este cambio de paradigma 
centralizador afecta ya a la otra politica comunitaria eminentemente territorial la 
Polóitica Agrícola Común y en concreto su Fondo Europeo de Desarrollo Rural, que 
desde 2022 pasa a ser al menos nominalmente de gestión centralizada a nivel de Estado 
miembro (Pazos-Vidal, 2024). 

Así pues, el estado presente de la cuestión de la participación territorial en la política 
europea se puede resumir en la existencia de varias tendencias contrapuestas: 
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-  De la dimensión político-jurídica y combativa de antaño a un enfoque 
consociativo, tecnocrático y procedimental.  

- De la políticas espacialmente ciegas a una mayor preocupación por el impacto 
territorial en el diseño implementaicon y evaluacion de las políticas europeas. 

- De políticas inversoras (2/3 del presupuesto) con una amplia dimensión 
territorial, gobernanza multinivel y gestión territorial a nuevas politicas aún 
mayores pero con un enfoque centralizado y sin dimesnion territorial por defecto.   
 
 

3. Desarrollos actuales: la Conferencia sobre el futuro de Europa y la propuesta 
de reforma de los Tratados del Parlamento. 

Este estado de cosas es aún fluctuante y sin que se adivine de momento un marco 
estado a futuro se puede. Se pueden sin embargo observar cada donde se dirigen las 
líneas de fuerza. Esto nos lo permite el informe Verhofstadt de la Comisión de Asuntos 
Constitucionales del Parlamento7 sobre posibles reformas constitucionales al calor de 
la Conferencia sobre el Futuro de Europa8 que concluyó sus trabajos en mayo de 2022.  

Hace poco más de veinte años desde finales de 2001 a mediados de 2003 la Conferencia 
sobre el Futuro de Europa que alumbró el proyecto de Tratado Constitucional europeo, 
que tras el “no” en el referendun francés y neerlandés y no pocas otras vicisitudes dio 
lugar al Tratado de Lisboa en 2009, que mantiene lo esencial de las disposiciones 
jurídicamente vinculantes de la fallida constitución.  

Si traemos a colación este hecho, es porque los trabajos previos y durante la Convención 
las REG LEG tuvieron su máxima explendor (Norman, 2003; Hepburn, 2008).   20 años 
despues, en la Conferencia, no se produjo más allá de los intentos más odestos 
liderados por Euskaid -la iniciativa red RLEG- (Marín, 2022) y tal como 20 años antes las 
participacion en la Confeerencia mediatizada por el CdR y sin la repercusión en el 
discurso público (no sólo en España) que si tuvo las demandas de la REG LEG en 2001-
2003 (Pazos-Vidal, 2022a). Sin embargo, a pesar de todo ello ,tanto el informe final de la 
Conferencia, como el informe Verhofstadt en el que el Comité de Asuntos 
Constitucionales (AFCO) del Parlamento intenta voluntariosamente profundizar una vez 
másen la arquitectura institucional de la UE,   sí han producido modestas innovaciones 
respecto al rol de los territorios en la constucción institucional europea .  

El Pleno de la Conferencia estuvo compuesto por 108 representantes del Parlamento 
Europeo, 54 del Consejo y 3 de la Comisión Europea, así como -y esta es la gran novedad 
respecto a la Convencion de hace dos décadas-  108 representantes de todos los 
parlamentos nacionales en pie de igualdad, y de los ciudadanos. Participaron 80 

 
7 En puridad, el informe Scholz, Verhofstadt, Freund, Simon y Bischoff:Parlamento Europeo (2023).  
8 Conference on the Future of Europe (2023) Report on the Final Outcome. May 2022 
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representantes de Paneles de Ciudadanos Europeos, de los cuales al menos un tercio 
eran menores de 25 años, el Presidente del Foro Europeo de la Juventud y 27 
representantes de eventos nacionales y/o Paneles de Ciudadanos Nacionales.  

Al igual que la Convención “también participaron” 18 representantes del Comité de las 
Regiones y 18 del Comité Económico y Social, 6 representantes electos de las 
autoridades regionales y 6 representantes electos de las autoridades locales, 12 
representantes de los interlocutores sociales y 8 de la sociedad civil. En comparación 
con la Convención los observadores de las autoridades locales y regionales lo fueron en 
un número notablemente mayor, sino que además aparte de la representación del CdR 
(al igual que la Convención) en la Conferencia particparon a mayores 12 representantes 
locales y regionales. Sin embargo, en realidad se trataba de representantes de las 
directivas de las principales asociaciones territoriales europeas (CMRE, CPMR, ARE) y 
en buena parte estos eran a la vez miembros del CdR por lo que en vez de constituír una 
alternativa a la representación del CdR fueron conscientemente escogidos para 
complementarla9. 

En este gesto se resume la tensión inherente entre el CdR y dichas organizaciones, en su 
mayoría mucho más lóngevas que el CdR, constituían la representqación organizada 
pero oficiosa de los territorios ante las instituciones europeas. El CdR desde su creación 
ha intentado capitalizar y articular esta participación, desde la organización de un 
encuentro anual con la Comisión y dichas organizaciones como capitalizar iniciativas de 
alta relevancia como es el caso de la Alianza por la Cohesión, iniciada y liderada por el 
CdR pero en el que participan dichas organizaciones10.  

Si vamos al informe final de la Conferencia sobre el Futuro de Europa (2022: 84) vemos 
que las propuestas constituyen un avance incremental a las acordadas en el Grupo de 
Trabajo Subsidiariedad de la Convención de hace veinte años. Así, la sección 40 
“subsidiariedad” se hace eco del entrepreneurialismo político del CdR al recoger no sólo 
el principio de “subsidiariead activa” sino también el paradigma de la governanza 
multinviel (hasta hoy en día no forma parte explícitamente del acervo comunitario a 
excepción del Reglamento de Disposiciones Comunes de los Fondos Estrucutrales y de 
Inversión Europeos),11  en lo relativo a la aplicación del princpio de partenaridado o 
asociación que es la ancanacion de la versión más consociativa de la Governanza 
Multinivel en el seno de la Política regional europea (Stephenson, 2017; Pazos-Vidal, 
2014).  

 
9 The European Committee of the Regions at the Conference on the Future of Europe (europa.eu) 
10 https://cor.europa.eu/en/engage/Documents/Cohesion%20Alliance/Joint-call/renewed-Cohesion-
Policy-post-2027-EN.pdf 
11 Reglamento (UE) nº 2021/1060 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 24 de junio de 2021, 
sobre disposiciones comunes. 

https://cor.europa.eu/en/engage/Pages/conference-future-of-europe.aspx
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Principio y paradigma se enuncian com principios fuindamentales del funcionaiento y el 
rendimiento de cuentas de la UE . De hecho, se precisa que cmo deciamos (Pazos-Vidal, 
2019) que no existe aún una definicion consensuada a nivel de la UE sobre la 
subsidiariedad a la hora de aclarar si las decisones tienen que ser adoptadas a nivel 
euorpeo, nacional o regional.  

El propio Comité es objeto de una propuesta específica conducente  a “incluír canales 
adecuados de diálogo tanto para las regiones como para las ciudades y municipios, 
dándole un papel reforzado en la arquitectura institucional, si se trata de cuestiones con 
impacto territorial”. Dicho de otro modo, el relativo éxito del CdR como órgano oficial de 
la UE ha sido la creación de una voz territorial dentro del entramado constitucional 
(Piattoni y Schonlau, 2015). 

 Sin embargo,  ésto ha sido en detrimento de la representatividad de los territorios en si 
o de las asociaciones territoriales ueorpeas que han creado: el CdR se articula por 
mandato representativo y no imperativo, más aún al ser una representación muy 
indirecta: formalmente sus miembros son nombrados por el Consejo por el gobierno del 
Estado miembro con una amplia discrecionalidad, siempre que ejerzan un mandato 
local o regional directo o siendo responsalbe ante una asamblea local territorial.12 -. Por 
tanto esta propuesta de la Conferencia constituye una oblicua referencia al hecho que 
la representatividad territorial del CdR es deficitaria pues en su afaán igualador 
(organizacion de los trabajos por comisiones tematicas y por grupos politicos 
paneuropoeos, carencia de órganos específicos para la repreesntadcion de Regiones 
don Competencias legislativas o municipos a diferencia del Congreso de Poderes 
Locales y Regionales del Consejo de Europa) menoscaba la propia representatividad de 
este aún órgano consultivo comunitario (Pazos-Vidal, 2019). 

Donde sí las REGLEG han visto un pequeño avance ha sido en la propuesta de la 
Confernecia para que los parlamentos de regiones con competencias legislativas gozen 
de la mismas prerrogativas que se proponen para los Parlamentos Nacionales, las 
llamadas “tarjetas amarillas” y “azules” que la COSAC  propuso en los años previos a la 
adopcion de la Comunicacion sobre la Subsidiariedad Activa, en concreto reconocerles 
el derecho de iniciativa legislativa análogo al del Parlamento (Fromage, 2022). 

Por último, dada la naturaleza de la Conferencia, que a diferencia de la Convencion se 
caracteriza por buscar vehicular las peticiones de la sociedad civil, las demandas 
territoriales sobre subisidiariedad se equiparan a la necesidad de articular mecanismos 
análogos para los representantes de la sociedad civil. 

 

 
12 Ese es el caso de los altos cargos autonómicos españoles - Secretarios de Acción Exterior en su 
mayoría- que usualmente son los mienbros suplementes per ode faco ordinarios de los Presidentes 
autonómicos. 
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Este nivel de activismo social de la Conferencia se refleja en otras propuestas que 
buscan cambiar el ya muy diluído reparto competencial de los Tratados en clave 
federalizante, proponiendo nuevos ámbitos de competencia comunitaria que con 
certeza no serían del agrado de la mayoría de autoridades locales y regionales entanto 
que suprondrian un aún mayor vaciamoiento competencial cara el nivel comunitario. 
Cabe recordar que durante la Convención una de las principales objetivos de los Länder 
Alemanes fue precisamente salvaguardar la única comptencia en la que gozaban de una 
signficiagtiva autonomía, la de la educación (Jeffery, 2007). Lo mismo se puede decir de 
la postura en aquel entonces de las Devolved Nations del Reino Unido muy refractarias 
en su día a cualquier tranferencia que vaciase competencialmente su recien ganada 
autonomía (Hepburn, 2008).  Pues bien, veinte años más tarde las propuestas de la 
Conferencia sí buscan una mayor comunitarización de competencias eminentemente 
territoriales en la actualidad:  

• Objetivo: Establecer un "derecho a la salud" garantizando a todos los europeos 
un acceso igualitario y universal a una atención sanitaria asequible, preventiva, 
curativa y de calidad: Esto incluiría “establecer normas sanitarias mínimas 
comunes a nivel de la UE, que abarquen también la prevención y la accesibilidad, 
así como la proximidad de la atención, y prestar apoyo para alcanzar dichas 
normas.¨ 

• La propuestas 13 y 14 ¨mercados laborales inclusivos” buscan respectivamente 
desarrollar el implementación del Pilar Europeo de Derechos Sociales13 y la 
introcuccion de ¨una Garantía Infantil y una Garantía Juvenil reforzadas, la 
introducción de salarios mínimos, un marco común de la UE para sistemas de 
ingresos mínimos y viviendas sociales decentes.¨ 

Si bien estas y otras propuestas enfatizan la necesidad de respetar la autonomía local y 
regional y las diferentes tradiciones administrativas de cada Estado miembro es claro 
que se pretende avanzar en la comunitarización de competencias por lo general locales 
y regionales y que actualmente la UE has competencias limitadas segun el art. 6 TFEU. 
Esto es consistente con tenor general del informe de la Conferencia que por su 
estructura abierta a los colectivos sociales y por el hecho de que a diferencia de la 
Convención sus resultados no constituyen en sí una antesala de una revisión de los 
Tratados, por ello que ni Estados miembro ni los representantes territoriales formularon 
grandes objecciones respecto al incremento competencial propuesto en el informe final 
de  la Conferencia. 

 

 
13 El sucesor de la Agenda de Gotemburgo  de 2001 y que fue aprobado a nivel intergubernamental en la 
Cumbre del mismo lugar de 2017. 
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El informe Verhostadt  aprobado en 2023 amplía y precisa las recomendaciones de la 
Conferncia, en aprte por ser coherente con la propia memoria institucional del Comité 
AFCO: informes Napolitano, Bresso, Verhofstadt entre muchos otros (Parlamento 
Europeo, 2023), el activismo institucional del CdR, así como el lobby aislado -no 
concerato como con dificultades hace 20 años- de ciertos gobiernos territoriales – 
esnecialente belgas y alemanes- resulta en unas cuantas pero signficiativas propuestas 
a futuro para el momento ahora con el acuerdo para la proxima ampliacion más cercano 
de una nueva reforma de los Tratados. 

Concretamente el informe Verhofstadt, siguiendo la línea de las propuestas la 
Conferencia propone en su punto 15 q ”se refuerce el control de subsidiariedad por parte 
del Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas; pide que el Parlamento tenga en 
cuenta la opinión de las regiones con competencias legislativas en los dictámenes 
motivados sobre los proyectos legislativos de los Parlamentos nacionales; propone 
ampliar el plazo para los procedimientos de “tarjeta amarilla” a doce semanas;” y en su 
punto 16  “propone que se introduzca un "mecanismo de tarjeta verde" para las 
propuestas legislativas de los parlamentos nacionales o regionales con poderes 
legislativos, con el fin de que el Derecho de la Unión responda mejor a las necesidades 
locales;” 

Reconoce que las propuestas 40.1 y 40.2 de la CoFoE sobre la subsidiariedad activa y el 
papel de los parlamentos nacionales han tenido en cuenta en las propuestas de 
modificación del artículo 19 TUE y del artículo 263 TFUE, así como las propuestas para 
reforzar el Protocolo nº 2 sobre la aplicación del principios de subsidiariedad y 
proporcionalidad e integrarlo en el TFUE (artículos 299 a (nuevo) TFUE y siguientes). 

En concreto e propone un nuevo articulado para dar forma concreta en los Tratados a 
estas otras demandas: 

• Un nuevo Artículo 19 TUE – apartado 3 bis (nuevo): 3a.El Tribunal supervisará 
cumplimiento del principio de subsidiariedad y podrá dar resultados preliminares 
decisiones sobre si la Unión ha actuado ultra vires, así como abordar acciones 
interpuesta en virtud del artículo 263 por motivos de violación del principio de 
subsidiariedad. 

• Enmienda al Art 263 TFUE – párrafo 2 “A estos efectos [el Tribunal] tendrá 
competencia en acciones interpuestas por un Estado miembro, el Parlamento 
Europeo, el Consejo o el Comisión por falta de competencia, infracción de una 
obligación esencial requisito procesal, infracción de los Tratados, o de cualquier 
norma jurídica relativa a su aplicación o desviación de poder, competencia, 
infracción de una obligación esencial requisito procesal, infracción de los 
Tratados, o de cualquier norma jurídica relativa a su aplicación y, en particular, 
sobre el principio de subsidiariedad, o desviación de poder.” 
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Obviamente el Tratado (art. 8 del Protocolo No. 2 sobre la aplicación de los principios de 
subsidiariedad y proporcionalidad) ya permite al Tribunal juzgar la aplicación del 
principio de subsidiariedad, y en todo caso el activismo judicial no tendría dificultad en 
hacerlo aun que la base legal de los tratados fuese más ambigua de lo que es en realidad 
(Horsley, 2012). Por tanto, hay que entender estas dos propuestas más en clave política 
que de estricta necesidad jurídica. 

Caso aparte es la introducción en los Tratados de una versión reformada del Protocolo 
No. 2 sobre la aplicación de los principios de subsidiariedad y proporcionalidad. Esto 
busca darle aún más relevancia (más política que política) pero también se introducen 
cambios significativos respecto al texto del Protocolo. Así , el propuesto Capítulo 2 Bis 
del Título I del TFUE propone las siguientes novedades: 

• Nuevo Artículo 299 TFUE quinquies: expande el Art. 4 del Protocolo introduciendo 
el derecho de los Parlamentos regionales con competencias legislativvas a recibir 
los proyectos de actos legislativso de Comisión, Parlamento y Consejo, así como 
las resoluciones del Parlamento y las Decisiones del Consejo. 

• Nuevo Artículo 299 TFUE septies: se prodcue un leve cambio respecto del 
protocolo respecto a las prerrogativas de los Parlamentos legislativos regionales 
participar en el Sistema de Alerta Temprana de los Parlamentos nacionales. Si 
bien en la actulidad Art 6 del Protocolo dice que “Incumbirá a cada Parlamento 
nacional o a cada cámara de un Parlamento nacional consultar, cuando proceda, 
a los Parlamentos regionales que posean competencias legislativas”en la 
propuesta del informe Verhofstadt propone que “Cuando puedan verse afectadas 
competencias regionales exclusivas, los Parlamentos nacionales o cámaras de 
dichos Parlamentos incluirán en su dictamen motivado el dictamen de los 
Parlamentos regionales con competencias legislativas. La Comisión debe 
contestar en un plazo de doce semanas.” Además, “La Comisión debe tener en 
cuenta en sus informes anuales sobre los principios de subsidiariedad y 
proporcionalidad los dictámenes motivados recibidos de los Parlamentos 
nacionales y de los Parlamentos regionales con competencias legislativas”. 

• Nuevo Artículo 299 TFEU undecies: se amplía el Artículo 9 del Protocolo al incluir 
a los  Parlamentos regionales con competencias legislativas etre la lista de 
recipientes oficiales del informa anual de la Comision sobre la aplicación del art. 
5  del Tratado de la Unión Europea.  

Por el contratrio el informe Verhofstadt no altera el status quo actual respecto a las 
prerrogativas de los Parlamentos nacionales donde cada cámara tendrá un voto (o dos 
si es unicameral) para emitir dictámen motivado indicando que un proyecto de acto 
legislativo no respeta el principio de subsidiariedad (lo que si suman un tercio de los 
votos posibles obligará según ya reza el present art. 7 del Protocolo la proipuesta 
legislativa deberá volverse a estudiar). Aparte de la complicación actual de sumar 72 
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asambleas legislativas regionales14  a un sistema sobercagado de formalismo y muy 
limitados plazos de respuesta  (Castro-Conde, 2024) es bien conocidad la lmiitada 
receptividad de los Parlamentos estatales a ampliar o incluso mantener sistema 
existente. 

Por último y en la línea federalizante del informe de la Conferncia, el Informe Verhofstadt 
tambien busca aplicar el ámbito competencial comunitario (punto 4), en particular 
ampliando aún más el ya limitado número de competencias donde se requiere la 
unanimidad mayoría cualificada y a través del procedimiento legislativo ordinario (la 
antigua codecisión entre Parlamento y Consejo);. En este ámbito podemos destacar 
entre varias áreas concernidas la supresión de la unanimidad (art 192.2 TFUE) en una 
competencia territorial por excelencia en como es la ordenaci’pon del territorio, la 
gestión cuantitativa de los recursos hídricos o que afecten directa o indirectamente a la 
disponibilidad de dichos recursos, la utilización del suelo, con excepción de la gestión 
de los residuos. Sobre todo en lo relativo a la ordenación urbana (“town and coujtry 
planning”) se buscaría romper los últimos asideros jurídicos que según se considera 
generalmente impiden la creación de una auténtica política urbana europea (Huete 
García y Merinero García, 2020). 

 

4. Discusión  

Esta somera muestra de los antecedentes previous y el estado actual de la cuestión de 
las posibilidades de participación de las autoridades locales y regionales en la 
formulación de la legislación y políticas públicas comunitarias nos conduce a realizar un 
breve ejercicio de prospectiva sobre los potenciales avances futuros. 

Como acabamos de ver en el informe del Parlamento Europeo, que por su carácter 
institucional es la expresión más fideligna de la cuestión, las alambicadas referencias al 
nivel local y regional en un hipotético reforma de los Tratados (menos hipotética ahora 
que se discute una nueva ampliación al este, espoleada por la guerra de Ucrania y 
conflicto con Rusia) son la expresión del estado actual de relaciones de poder. 

Las eventuales referencias adicionales a lo ya dispuesto en el Tratado de Lisboa nos 
indican que existe un pequeño margen de mejora para los legislativos regionales – más 
simbólico que práctico, pues ya existen mecanismos de consulta en cada Estado 
miembro respecto al Sistema de Alerta Temprana, así como la red REGPEX facilitada por 
el Comité de las Regiones, aparte de la propia CALRE (Comité de las Regiones, 2024). 

 Lo que no se considera es un rol adicional a los gobiernos regionales. Con todo, no deja 
de ser notable que tras haber pasado hace ya tiempo las REG LEG su cénit en tanto que 
grupo articulado para avanzar en la dimensión regional de la construcción europea, 

 
14 Conference of European Regional Legislative Assemblies - CALRE (calrenet.eu) 

https://www.calrenet.eu/
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estás sigan presentes en las propuestas de reforma de los Tratados,siquiera vía sus 
legislativos.  

Por supuesto, es más fácil de entender a los Parlamentos regionales como un conjunto 
homologable que hacerlo con sus gobiernos que presentan una mayor heterogeneidad 
respecto a sus posiciones, iniciativas e interés en colaborar con gobiernos análogos de 
otros Estados miembros. 

Para los ejecutivos regionales se apuesta de facto por la vía del Comité de las Regiones 
como canal de representación institucionalizada en el proceso decisiorio comunitario. 
En este escenario el Comité tiene la ventaja no sólo la de su reconocimento institucional, 
la institucionalización de sus procesos internos así como su gran entrepreneurialismo 
político para maximizar su influencia mucho más allá de sus commpetencias 
consultivas reconocidas en el Tratado.15  Por otro lado, el precio de tal relativo éxito ha 
sido la desterritorialización y amalgama de la diversidad territorial e institujcional que los 
tratados le permiten defender, confirmando la tesis de Piattoni y Schönlau (2014).  

El presente marco institucional y la estructura de oportunidad política no son proclive a 
ampliar la representación política collectiva -y mucho menos la individualizada- de los 
gobiernos regionales (mas allá de iniciativas concretas para consumo interno como 
reuniones con altos cargos de las instituciones, o en el caso de problemas muy 
localizados geográficamente o redes específicas en asuntos muy concretos como el 
lobby te las regiones automovilísticas de Europa o el Democratic Change Regions 
Network en el que la evidencia de, inter alia, Donas y Beyers (2013) sobre la movilización 
territorial se pueden verificar más claramente. Con todo la tónica general es la de una 
muy difícil articulación interterritorial en problemas más complejos como es el caso de 
la despoblación (Pazos-Vidal, 2021b; Pazos-Vidal, 2022b). 

Sí lo es en cambio, y en un grado mucho mayor que en el pasado, a la participación -de 
las administraciones territoriales- en estructuras tecnocráticas corporatistas y 
consociativas de consulta: todo el sistema de consultas públicas bien directamente bien 
mediante la particiación meditaizada por el CdR – RegHub, BRASS-G- en el sistema de 
evaluación de propuestas legislativas y políticas públicas Fit4Future dentro del marco 
del “Better Regulation”. Bruselas es un ecosistema político donde la toma de decisiones 
basadas en la evidencia, aun en la época presente de “una Comisión más política”, sigue 
siendo comparativamente más genuina que iniciativas análogas a nivel doméstico.  De 
hecho si bien las metodologías de análisis de impacto territorial ahora incorporadas al 
“Better Regulation” son muy vagas, esto paradójicamente permite a los gobiernos 
mucha mayor libertad de aprotar y argumentar evidencias y datos a favor o encontra de 

 
15 Ni el Informe de la Conferencia ni el del Parlamento Europeo consideran ni la cuestión de la legitimidad 
activa de los gobiernos regionales respecto al Tribunal de Justicia, una vieja reivindicación, ni el Comité 
ha llegado nunca a recurrir al Tribunal de Justicia en defensa del principio de subsidiariedad ni de sus 
propias prerrogativas.   
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una política europea, y defenderlo exitosamente durante el proceso decisorio -
reuniones, consutas públicas, medios de comunicación-, de lo que sería posible si 
dichas metodologías de análisis de impacto regional fuesen técnicamente más 
rigurosas.  En este contexto aquellos gobiernos donde el siempre difícil equilibrio entre 
política y administración se inclinen más cara esta última tendrán mucha más 
probabiliad de éxito de hacer valer su caso por los citados canales formales e informales, 
sobre todo si dicha administración posee capacidad analítica interna y autónoma.        

Por su parte, las redes de territorios tienen la ventaja de una mayor representatividad 
territorial en su proceso interno  de toma de decisiones – pues la red o asociación es 
propiedad de sus miembros- pero adolecen de la falta de cauces institucionales 
oficiales para el ejercicio de su influencia (por eso el recurso a organizar o apoyar la 
organziación intergrupos de europiputados alrededor de una problemática concreta) 
que no pasen por el CdR.  Por otro lado, se constata un problema de Agente-Principal, 
pues el secretariado de estas entidades tiende a buscar distanciarse de sus propios 
miembros (Baptista, 2016), tanto a la hora de buscar tener agencia propia a la hora de  
interactuar con las instituciones comunitarias sino también autonomía financiera, 
mediante el crecietne recuros a la financiación condicinada de las institciones europeas 
(subvenciones operativas, participación en proyectos europeos) y que en algunos casos 
superan ya de lejos las cuotas de sus miembros-propietarios (Pazos-Vidal, 2023). 

Por último, el nivel local y sobre todo las ciudades tienen aún mayores posibilidades de 
participación que sus homólogos regionales en el proceso decisiorio. Dicho esto, los 
procesos de consulta prelegislativa dedicados específicamente a ellos – Pacto de 
Ámsterdam en el caso de las ciudades, Pacto Rural en el caso de los localidades y 
comunidades rurales-, adolecen, por su muy tenue inbricación en los procesos 
decisiorios internos de la Comisión en constituirse más un proceso de imput legitimacy 
que de una auténtico canal de participación de tipo corporatista.  En el caso de las otras 
inicitativas centradas en la implementación de políticas públicas europeas, a menudo 
yendo más allá de los objetivo fijados para su respectivo Estado miembro (Mission Cities, 
Reference Framework for Sustainable Cities, Pacto de Alcaldes, etc.), más que de 
participación estaríamos hablando de movilización en defensa de una agenda decidida 
a nivel de las institciones y la Comisión en particular.  Una desventaja adicional es la falta 
de coordinación enntre las varias iniciativas a menudo muy parecidas entre sí, pero 
promodias por departamentos diferentes de la Comisión y a menudo sin una imbricación 
con las fuentes de financiación comunitaria previstras para esos mismos territorios 
(Pazos-Vidal, 2021c). 

Con todo y a modo de conclusión, si bien no es probable que el estado de la cuestión a 
nive lde reconocimento institucional mejore mucho visto lo poco que ha avanzado en 
veoitne  años,, el espectro de posibilidades de participación sen ha incrementado desde 
Lisboa, si bien el precio a pagar es una particdipacion más tecnocrática que política, más 
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colectiva que individualizada, más consociativa que antagonista, en el proceso 
decisiorio comunitario.  

Por tanto la cuestión de fondo sería, ¿son capaces los gobiernos regionales de tener una 
idea alternativa y conjunta de su papel en el futuro de Europa? 
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